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Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2016. 

Comparece José M. Caamaño Caamaño, solicitando la 

revocación de la sentencia emitida el 27 de julio de 2015 por el 

Tribunal de Primera Instancia. Mediante esta sentencia, el foro 

apelado desestimó la demanda incoada por el apelante. Ante esta 

determinación, el apelante solicitó reconsideración, la cual sin 

embargo fue declarada no ha lugar. Por los fundamentos expuestos a 

continuación, confirmamos la sentencia apelada. 

 El señor Caamaño Caamaño y la señora Ramírez Jiménez 

contrajeron matrimonio el 9 de noviembre de 1989. Durante dicho 

matrimonio, los entonces cónyuges procrearon cuatro (4) hijos. El 

matrimonio fue disuelto mediante sentencia dictada el 11 de julio de 

1997, luego de que los entonces cónyuges radicaran una petición de 

divorcio por consentimiento mutuo. En esta sentencia se impuso al 
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señor Caamaño una pensión en beneficio de los menores. 

Posteriormente, el apelante presentó una demanda en la que 

impugnaba la paternidad de dos (2) de los menores procreados durante 

el matrimonio. En esta demanda se incluyó como codemandado al 

señor Luis A. Rosario Rivera. Mediante sentencia dictada el 12 de 

junio de 2013, se dispuso que el señor Rosario Rivera era el padre 

biológico de los menores en cuestión. En consecuencia, se ordenó la 

corrección del acta registral en el Registro Demográfico, para que 

constatase que el señor Rosario era el padre biológico de estos. 

 Posteriormente, el apelante presentó la demanda de epígrafe. En 

esta, titulada Demanda en cobro de dinero y otros extremos, el 

apelante alegó que había sido engañado por los apelados al ocultarle 

que el verdadero padre biológico de dos (2) de los menores 

procreados durante el matrimonio de él con la señora Ramírez era el 

señor Rosario. Como consecuencia de este engaño, el apelante alegó 

que, bajo la creencia de que él era el padre biológico de los menores, 

les alimentó durante dieciocho (18) años. El apelante expuso que los 

apelados tienen una deuda personal con él por el pago de estos 

alimentos, pues reclama que él es un tercero que pagó la obligación 

alimenticia de otro. En apoyo de su reclamo, el apelante planteó que si 

a partir de la sentencia del 12 de junio de 2013 no estaba obligado a 

pagar la pensión alimenticia de los dos (2) menores, tampoco tenía 

dicho deber desde que estos nacieron.  

Luego de varios trámites procesales, el Tribunal de Primera 

Instancia desestimó la demanda de epígrafe. La juzgadora de instancia 

fundamentó su determinación en el hecho de que si bien el apelante no 

era el padre biológico de los dos menores, sí existía una relación de 
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filiación entre ellos, a consecuencia de la cual le correspondía 

alimentarlos hasta tanto fue relevado de dicha responsabilidad 

mediante la sentencia dictada el 12 de junio de 2013. La juzgadora 

razonó que a partir de esta fecha era que le correspondía al padre 

biológico alimentar a los menores. Asimismo estimó que tampoco 

procedía determinar que el apelante era un tercero con derecho a que 

le reembolsaran lo pagado, pues para que aplique esta figura tiene que 

existir un deudor en relación a la obligación que cumple el tercero. 

Sin embargo, la obligación del señor Rosario de proveer los alimentos 

en cuestión surgió al dictarse la sentencia en donde se estableció la 

filiación de este con los menores. Por otra parte, estimó que tampoco 

procedía la reclamación en contra de la señora Ramírez pues esta 

administró la pensión en beneficio de sus hijos, descargando así su 

propia obligación de alimentarlos.  

En su escrito, el apelante señaló que había errado el foro 

apelado al no reconocer el derecho del apelante a reclamar, como un 

tercero que paga la obligación de otro, un reembolso por el dinero que 

pagó para alimentar a unos menores que eran hijos biológicos de otro 

hombre. Contando con los alegatos de ambos apelados, estamos en 

posición de resolver. Veamos. 

“La filiación es la relación jurídica que procede del vínculo 

natural entre padres e hijos”. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, 185 

DPR 667, 672 (2012); Vázquez Vélez v. Caro Moreno, 182 DPR 803 

(2011). Si bien los criterios básicos para establecer la filiación son los 

biológicos, “tal realidad biológica no coincide siempre con la 

jurídica”. Sánchez Encarnación v. Sánchez Brunet, 154 DPR 645, 661 

(2001); Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra. Por esta razón, “el 
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padre no necesariamente [tiene que] coincid[ir] con el progenitor”. 

Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra, en la pág. 672. Visto que la 

filiación ocupa una posición de gran “importancia para el Estado y la 

sociedad”, se han establecido varios métodos para facilitar su 

determinación, “a saber: el matrimonial y extramatrimonial”. Vázquez 

Vélez v. Caro Moreno, supra, en la pág. 810; González Rosado v. 

Echevarría Muñiz, 169 DPR 554 (2006). Bajo el primer método, el 

matrimonial, “[s]e presumen hijos del marido de la mujer casada los 

nacidos durante el matrimonio y los nacidos antes de los trescientos 

días siguientes a su disolución”. Código Civil, art. 113, 31 LPRA sec. 

461; Vázquez Vélez v. Caro Moreno, supra. “Estas presunciones son 

relativas o juris tantum, por lo que pueden ser rebatidas mediante 

prueba que acredite de forma fehaciente que el marido no es el padre 

biológico del hijo putativo”. Vázquez Vélez v. Caro Moreno, supra, en 

la pág. 811. Ahora, sin importar de qué manera se determine la 

filiación, “todo individuo que obtenga la condición de hijo . . . gozará 

de igualdad de derechos y obligaciones respecto de sus padres, así 

como del ordenamiento jurídico”. Id. en la pág. 812; Almodóvar v. 

Méndez Román, 125 DPR 218 (1990). Ahora, de ser que el estado de 

filiación de una persona no concuerde con la realidad biológica, dicho 

estado puede ser “rebatido mediante una acción judicial de 

impugnación de filiación”. Vázquez Vélez v. Caro Moreno, supra, en 

la pág. 812; González Rosado v. Echevarría Muñiz, supra. Para atacar 

la filiación matrimonial se tiene que presentar una acción de 

impugnación de paternidad, mediante la cual, en una de sus 

modalidades, se presenta “evidencia que excluya el nexo biológico 
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entre el marido y el nacido”. Vázquez Vélez v. Caro Moreno, supra, en 

la pág. 812; González Rosado v. Echevarría Muñiz, supra.  

Bien es sabido que en nuestro ordenamiento jurídico “[e]l padre 

y la madre tienen, respecto de sus hijos no emancipados . . . [e]l deber 

de alimentarlos . . .”. Código Civil, art. 153, 31 LPRA sec. 601. Véase 

además Código Civil, arts. 118 & 143, 31 LPRA secs. 466 & 562. 

Este deber “de los progenitores de brindar alimentos a los menores de 

edad es parte esencial del derecho a la vida consagrado en” nuestra 

Constitución. McConnell Jiménez v. Palau Grajales, 161 DPR 734, 

745 (2004); Const. PR art. II, sec. 7. Este deber “surge de la relación 

paterno-filial que se origina en el momento en que la paternidad o 

maternidad quedan establecidos”. McConnell Jiménez v. Palau 

Grajales, supra, en la pág. 745; Chévere v. Levis Goldstein, 150 DPR 

525 (2000). De esta forma, la obligación de proveer alimentos a los 

menores de edad es “un deber legal que existe entre el alimentista y el 

alimentante en virtud del vínculo parental personalísimo que los 

une…”. Maldonado v. Cruz Dávila, 161 DPR 1, 13 (2004). 

Asimismo, en nuestro Código Civil se establece que, en materia 

de obligaciones, “[p]uede hacer el pago cualquier persona, tenga o no 

interés en el cumplimiento de la obligación, ya lo conozca y lo 

apruebe, o ya lo ignore el deudor. El que pagare por cuenta de otro 

podrá reclamar del deudor lo que hubiese pagado . . .”. Código Civil, 

art. 1112, 31 LPRA sec. 3162. El antes citado artículo regula la figura 

del pago por tercero. En nuestro ordenamiento jurídico se ha 

reconocido la aplicación de esta figura a obligaciones que consisten de 

pensiones alimentarias. Toro Sotomayor v. Colón Cruz, 176 DPR 528 

(2009); Figueroa Robledo v. Rivera Rosa, 149 DPR 565 (1999). De 
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esta forma, “cuando un padre alimentante paga en exceso de lo que le 

corresponde tiene un crédito a su favor por ese excedente. El padre 

que ha pagado en exceso puede reclamar su crédito mediante una 

acción independiente que no configura una reclamación de 

alimentos”. Toro Sotomayor v. Colón Cruz, supra, en la pág. 536; 

Calvo Mangas v. Aragones Jiménez, 115 DPR 219 (1984); Figueroa 

Robledo v. Rivera Rosa, supra. 

Al aplicar el derecho antes expuesto al caso de marras, resulta 

forzoso concluir que actuó correctamente el Tribunal de Primera 

Instancia al desestimar la demanda de epígrafe. Es claro que entre el 

apelante y los menores en cuestión existió una relación paterno-filial 

hasta que la misma fue impugnada. Los menores nacieron mientras el 

señor Caamaño y la señora Ramírez aún estaban casados de forma que 

operaba la presunción de paternidad establecida en nuestro Código 

Civil. Código Civil, art. 113, 31 LPRA sec. 461. Si bien el apelante no 

era el padre biológico de los menores, entre estos existía la relación 

paterno-filial que obligaba, tanto al apelante como a la coapelada, a 

suplir los alimentos de ellos. Por esta razón, la figura del pago por 

tercero no encuentra cobijo ni resulta normativa en la presente 

situación de hechos. No fue hasta que se impugnó la filiación que 

comenzó la obligación del señor Rosario para con los menores. 

Asimismo, no advertimos razones de política pública que 

trasluzcan del ordenamiento jurídico y sustenten la causa de acción 

del apelante. Permitir que una persona recobre los alimentos que 

suplió a unos menores que resultan ser hijos biológicos de otro 

hombre contiene el potencial de disuadir las acciones de impugnación 

de filiación, así como los reconocimientos voluntarios por parte de los 
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padres biológicos. Si bien el apelante expone que dicha conclusión es 

especulativa en cuanto al caso de epígrafe, pues el padre biológico 

aceptó la filiación de los menores, soslaya que esta aceptación ocurrió 

previo a que se incoara la demanda de epígrafe. Ya nuestro Tribunal 

Supremo ha establecido que “[r]econocer una causa acción de daños y 

perjuicios al cónyuge inocente contra el amante del cónyuge adúltero . 

. . desalentar[ría] las acciones de impugnación de paternidad 

instada[s] por . . . [los] padre[s] biológico[s] . . .”. Romero Soto v. 

Morales Laboy, 134 DPR 734, 761 (1993). Presumiblemente 

sucedería igual en circunstancias, como las de este caso si se 

reconociera la causa de acción del apelante. 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la sentencia 

apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


